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La Fiscalía nos remitió un completo informe de todas las actuaciones 
realizadas, precisando que en el caso confluyeron varios procedimientos, 
uno administrativo-civil referente a la situación de riesgo detectada; y dos 
procedimientos penales, uno de ellos sin posterior trascendencia pero del 
que se obtuvo la revelación de datos importantes del posible maltrato a la 
menor, y otro procedimiento penal seguido en el juzgado de instrucción 
para dilucidar un posible abuso sexual a la menor.

La intervención del Servicio de Protección de Menores estuvo condicionada 
por las dificultades de localización de la menor y su hermano, careciendo 
de ningún dato de ellos desde febrero de 2016 hasta que se produjeron 
los lamentables hechos relatados (queja 17/0702). 

3.1.3.  Derecho de menores en el Sistema de justicia Juvenil

Nuestro trabajo en este ámbito se ha centrado en supervisar las 
actuaciones de la Comunidad Autónoma de Andalucía en desarrollo de su 
competencia para la ejecución de las medidas acordadas por los Juzgados 
de Menores. 

La Ley orgánica de responsabilidad penal del menor establece un 
elenco de medidas que podrá adoptar el juez de menores dirigida 
a la reeducación del menor infractor. De todas ellas la medida de 
internamiento en un centro de reforma concita el mayor número 
de reclamaciones ante la Defensoría si bien la casuística de su 
contenido es diversa. 

Destacamos la progresiva disminución 
de quejas en la materia motivada, 
entre otras razones, por una progresiva 
disminución de la delincuencia juvenil y 
de las medidas impuestas por los jueces 
de menores de edad desde el año 2010, 
reduciéndose igualmente año a año el 
número de estos delitos más graves y de 
las medidas impuestas.

Ha descendido el 
número de quejas por la 
progresiva disminución 

de la delincuencia 
juvenil y de las medidas 

impuestas por los jueces 
de menores desde 2010
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Conforme a las estadísticas oficiales, la tasa de sentencias condenatorias a 
adolescentes, que desde 2001 -año de entrada en vigor de la Ley Orgánica 
5/2000- había ido incrementándose hasta llegar a su punto álgido en 
2010 (18.238 menores de edad condenados), ha ido disminuyendo 
progresivamente: 17.039 en 2011(-6,6%), 16.172 en 2012 (-5,1%), 14.744 en 
2013 (-8,8%), 15.048 en 2014 (+2,1%) y 13.981 en 2015 (-7,1%).

Tradicionalmente las quejas más numerosas y recurrentes han tenido 
como foco de atención el cumplimiento del efectivo derecho de los 
menores infractores a cumplir la medida en un centro cercano a su 
domicilio (queja 17/5982 y queja 17/6647). 

Sin embargo durante 2017 el protagonismo se ha centrado en asuntos 
relacionados con la organización y el funcionamiento de los centros 
de internamiento de menores infractores o con el trato recibido por 
los menores internos por el personal que presta servicios en aquellos. 

La variedad y singularidad de problemas que pueden surgir en la vida 
cotidiana dentro de estos recursos de internamiento es bastante compleja 
por lo que la casuística que se presenta en estas reclamaciones es muy 
variada y con múltiples matices. 

Las quejas más frecuentes formuladas por los menores o sus familiares 
suelen ir referidas a problemas de convivencia con otros internos; 
disconformidad con trato recibido por personal del centro, especialmente 
los educadores; agresiones por parte del personal de seguridad; 
disconformidad con las medidas correctoras o sancionadoras impuestas 
por los responsables del centro, de manera especial en el caso de las 
segundas aquellas que consisten en la separación de grupo. 

En ocasiones, al objeto de comprobar directamente las denuncias y con 
el propósito de poder entrevistarnos con los menores, realizamos visitas 
de inspección a los centros de internamiento.

En este ejercicio destacamos la visita realizada al centro “La 
Marchenilla” ubicado en Algeciras (Cádiz) tras recibir un conjunto 
de reclamaciones de internos que denunciaban el comportamiento del 
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personal de seguridad, indicando que cuando se produce algún incidente 
su intervención se realiza con un empleo desproporcionado de la fuerza 
e incluso que dicho comportamiento se acentúa en el interior de las 
habitaciones al ser el personal de seguridad conocedor de la inexistencia 
de cámaras de videovigilancia en las zonas privadas en que se ha de 
preservar la intimidad de los menores.

Señalaban que habían observado como uno de los internos presentaba 
moratones en cuello y espalda como consecuencia de la fuerza que tuvo 
que utilizar el personal de seguridad para contener su conducta.

Durante nuestra investigación en el centro, donde tuvimos la oportunidad 
de entrevistarnos personal e individualmente con los denunciantes, así 
como con parte del personal que presta servicios en el centro, pudimos 
conocer que la reducción del comportamiento violento del afectado, con 
alteración de la convivencia normalizada en el centro, se produjo conforme 
a reglamento, utilizando aquellos medios de contención que implicaron 
un menor empleo de la fuerza, durante el tiempo mínimo indispensable, 
y optando por la solución menos gravosa. 

Dicha intervención quedó registrada en las cámaras de seguridad como 
acontece siempre, a excepción de cuando se efectúa en las habitaciones 
de los menores y jóvenes, aseos, duchas o similares donde no se instalan 
estos dispositivos para preservar la intimidad de aquellos. 

Desde nuestra obligada perspectiva de Defensor del Menor de Andalucía, 
consideramos que el incidente analizado respondía a un hecho puntual, 
que requirió de la intervención de personal de seguridad para contener 
la conducta desajustada del menor. Sobre dicho incidente se produjo la 
consecuente investigación por parte de la dirección del centro, dando 
además comunicación del mismo a la fiscalía y juzgado, por lo que la 
actuación del personal de seguridad obedeció a la necesidad de restaurar 
el normal clima de convivencia en el centro (queja 17/5255, queja 17/5256, 
queja 17/5257, queja 17/5258 y queja 17/5260, entre otras). 

No obstante, durante nuestra visita de inspección mostramos nuestra 
impresión desfavorable respecto de la práctica realizada por los 
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responsables del centro de retirar los colchones de las habitaciones de 
los internos cuando sobre éstos se ha adoptado una medida disciplinaria 
de separación de grupo. 

Discrepamos también con la justificación alegada por los mismos responsables 
consistente en que de no retirar el colchón los infractores recibirían la medida 
de aislamiento en su cuarto como un premio ya que durante ese tiempo 
estarían exentos de realizar otras actividades educativas o formativas. 

Tampoco entendemos justificada la medida por el hecho de que el descanso 
del día en el cuarto por la medida de aislamiento impide al interno conciliar 
el sueño de noche, y sea un caldo de cultivo para que en el periodo nocturno 
no puedan dormir y perturben el descanso del resto de los internos.

También le manifestamos nuestra impresión contraria a que los internos 
permanezcan durante un largo periodo de tiempo en el módulo terapéutico 
de ingreso o de observación. Recordemos que dicha situación puede ser 
incluso desfavorable desde el punto de vista educativo, al que siempre va 
orientada la medida impuesta por el juzgado. 

Con estos antecedentes hemos dirigido una recomendación a la 
Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación a fin de que se den las 
instrucciones oportunas a la entidad que gestiona el centro para que se 
suprima la medida acordada de retirar los colchones de las habitaciones 
donde los menores cumplen una medida disciplinaria de separación de 
grupo y que se realice un estudio sobre el tiempo medio de permanencia 
de los menores en los módulos de observación o ingreso (queja 17/6198). 

3.1.4.  Derecho al ocio, la cultura y el deporte

a) Derecho al ocio

Nuestra actividad como Defensor del Menor ha de tener necesario reflejo 
en garantizar el derecho a esos momentos de ocio y esparcimiento, tan 
necesarios para relacionarse con los iguales e ir desarrollando pautas de 
comportamiento en sociedad. 




